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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE BUGA VALLE DEL CAUCA
Sentencia


071
PROCESO No.
   

76-111-33-33-002-2017-00149-00
ACCIONANTES: 
CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL VALLE DEL CAUCA (CVC)
ACCIONADOS:
MIGUEL ANGEL VARON CASTRO 
MEDIO DE CONTROL:

CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
Guadalajara de Buga (V.), treinta (30) de junio de dos mil veinte (2020). 

Se decide mediante la presente Sentencia, sobre la demanda interpuesta a través de apoderado judicial por la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), representada legalmente por el señor Rubén Darío Materón Muñoz, por el medio de control de Controversias Contractuales en contra del señor Miguel Ángel Varón Castro.
ANTECEDENTES
Pretensiones

1. Declarar terminado el contrato de arrendamiento CVC No. 004 de 2012, suscrito entre las partes el 05 de enero de 2012, cuya duración fue pactada a un año sobre el inmueble ubicado en la Vereda Buenos Aires del municipio de Yotoco (V.).
2. Que se condene al señor Miguel Ángel Varón Castro a restituir a la entidad demandante el inmueble objeto del contrato de arrendamiento No.004 de 2012 de conformidad con lo establecido en dicho contrato.
3. Que se ordene la práctica de la diligencia de entrega del inmueble arrendado a favor de la entidad demandante, en los términos fijados en el artículo 308 del C.G.P., comisionando al funcionario correspondiente para lograrla.
4. Que se condene a la parte demandada a indemnizar a la entidad demandante el pago de los daños y perjuicios a esta causados, con ocasión del deterioro causado al inmueble objeto del contrato de arrendamiento durante la duración del contrato y hasta la entrega real del mismo (daño emergente).
5. Que se condene a la parte demandada al pago de las costas y agencias en derecho.
Hechos
1- Se indica en el libelo demandatorio, que la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) y el señor Miguel Ángel Varón Castro, celebraron el contrato de arrendamiento CVC No. 004 del 05 de enero de 2012, con el cual se transfirió por el arrendador al arrendatario, el derecho de uso y goce de un bien inmueble ubicado en la Vereda Buenos Aires del Municipio de Yotoco (V.), el cual se identifica con la matrícula inmobiliaria No. 373-0036336
2- Refiere además, que el plazo de duración del contrato era de un año contado a partir de la fecha de entrega del bien, lo cual tuvo lugar el 05 de enero de 2012 y correspondiendo, en consecuencia, la fecha de terminación al 04 de enero de 2013.
3- Manifiesta que con ocasión de haberse cumplido el plazo de duración del contrato de arrendamiento, la entidad demandante procedió a remitir varios requerimientos al demandado para que diera lugar a la entrega del inmueble, lo que hasta la fecha no ha tenido lugar.
4- Precisa que desde principios del año 2013, el señor Miguel Ángel Varón Castro no permite el ingreso de funcionarios de la CVC al inmueble para desarrollar actividades educativas, así como tampoco para efectuar las reparaciones y mantenimiento requerido para la conservación del lugar y para el ejercicio del servicio de vigilancia.
5- Se indica adicionalmente, que el demandado ha ocasionado graves daños en la conservación del inmueble, consistentes en la pérdida del trazado del sendero de interpretación ambiental, del domo mirador y de las vallas informativas.
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El apoderado del demandado Miguel Ángel Varón Castro aceptó parcialmente los hechos alegados y se opuso a las pretensiones de la demanda, alegando la existencia de las excepciones previas de ineptitud de la demanda por falta de cumplimiento de los requisitos formales y pleito pendiente entre las partes, las cuales fueron resueltas por este Despacho en el transcurso de la audiencia inicial celebrada el 13 de noviembre de 2018
, en el entendido de declararlas no probadas.
Finalmente formuló como excepción de mérito, la denominada “simulación mediante contrato de arrendamiento de una relación laboral”, al considerar que su prohijado ha venido prestando desde el año 2013 hasta la fecha una serie de servicios que si bien fueron realizados sin contrato escrito, sí fueron pactadas de manera verbal, y por las cuales no se la ha pagado ningún dinero al demandado, lo que considera configurativo de un contrato realidad, por lo que procedió a presentar demanda de nulidad y restablecimiento ante esta jurisdicción con la finalidad de que el mismo fuera declarado, correspondiéndole por reparto a este Juzgado quien declaró su falta de competencia por considerar que el asunto era del resorte de la Jurisdicción Ordinaria Laboral, y procedió a su remisión a dicha especialidad, correspondiéndole su conocimiento al Juzgado Primero Laboral de Buga, el que también declaró su falta de competencia, por lo que al ser remitido al Consejo Superior de la Judicatura para dirimir el conflicto de competencia, éste último decidió que la misma se hallaba en cabeza de la Justicia Ordinaria Laboral, asumiendo el conocimiento de tal demanda el mencionado Juzgado Laboral.
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
Parte Demandante 
Mediante escrito obrante a fls. 129 a 131 del C. Ppal., procedió a reafirmar los argumentos formulados en el líbelo inicial, y concluyó que conforme con los testimonios de los señores Jenny Marcela Sepúlveda y José Norvey Valencia rendidos ante este Despacho, se lograron acreditar varios aspectos, a saber: la titularidad del inmueble objeto de la controversia se encuentra en cabeza de la C.V.C., los servicios públicos del inmueble y el impuesto predial del mismo son pagados por la entidad demandante, el inmueble se encuentra altamente deteriorado, y finalmente, que a la fecha no existe vínculo contractual laboral entre la demandante y el demandado.

Motivos todos estos, por los que solicita se acceda a las pretensiones de la demanda.
Parte Demandada Miguel Ángel Varón Castro y Ministerio Público
El demandado no allegó escrito de alegatos, así como tampoco presentó el Ministerio Público el correspondiente concepto, según la constancia secretarial obrante a f. 132 del C. Ppal.
CONSIDERACIONES
Cuestión previa

Antes de entrar al análisis del asunto puesto a consideración, conforme fue advertido por el Despacho  desde el auto admisorio de la demanda (fls.45 y 46 del C. Ppal.,) y posteriormente en el curso de la audiencia inicial celebrada el 13 de noviembre de 2018 (fls. 70 a 72 del C. Ppal.), es pertinente verificar si en el presente caso se cumplió el presupuesto procesal de la presentación de la demanda en tiempo, o si por el contrario se ha materializado el fenómeno jurídico de la caducidad del medio de control de controversias contractuales.

Sea lo primero precisar que frente al fenómeno de la caducidad en este tipo de casos, donde se discute por la vía contractual la restitución de un inmueble arrendado, le resulta aplicable lo establecido en la normativa vigente al momento de la iniciación del cómputo del término de caducidad.

Comoquiera que en el caso de marras, el inicio de dicho conteo lo marcó la fecha de terminación del contrato de arrendamiento No. 004 de 2012, y dicho acontecimiento conforme fue pactado por las partes en la cláusula segunda del mencionado contrato, tuvo lugar el 4 de enero de 2013
, se tiene que la norma vigente para ese momento era el artículo 55 de la Ley 80 de 1993, norma que establece:

“De la Prescripción de las Acciones de Responsabilidad Contractual. La acción civil derivada de las acciones y omisiones a que se refieren los artículos 50, 51, 52 y 53 de esta ley prescribirá en el término de veinte (20) años, contados a partir de la ocurrencia de los mismos. La acción disciplinaria prescribirá en diez (10) años. La acción penal prescribirá en veinte (20) años.”
Aplicación que además fue confirmada por el Consejo de Estado en proveído identificado con el radicado No. 24283
, al disponer lo siguiente un proceso casi idéntico donde también se discutía la restitución de un inmueble arrendado por la vía contractual: 

“Dado que, en el caso concreto, la controversia gira en torno a la responsabilidad patrimonial de las partes, pues se trata del incumplimiento del contrato por el pago de unos cánones de arrendamiento y la restitución del inmueble arrendado, es claro que la acción se podía intentar dentro del término de 20 años. Por esta razón, en el sub judice no se configura el fenómeno de caducidad de la acción”.
Con lo que resulta dable colegir, que al haberse incoado la presente demanda el 17 de agosto de 2017 (f. 44 del C. Ppal.), resulta más que evidente que la misma se radicó dentro del término de los 20 años de que trata el artículo 55 de la Ley 80 de 1993; término que dicho sea de paso, vence el 05 de enero de 2033, por lo que deberá este Operador Judicial, denegar la excepción bajo estudio y así se declarará  en la parte resolutiva de esta sentencia.

Vistos los antecedentes del caso, y superada la excepción de caducidad del medio de control, procede el Juzgado a emitir la sentencia de primera instancia que en Derecho corresponda, teniendo en cuenta para ello el siguiente,

PROBLEMA JURÍDICO

Partiendo de que el litigio ya fue fijado en el desarrollo de la Audiencia Inicial, el Despacho desatará los siguientes planteamientos:

-Determinar si resulta procedente ordenar la terminación del contrato de arrendamiento No. 004 del 05 de enero de 2012 suscrito entre la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) y el señor Miguel Ángel Varón Castro, cuyo objeto fue el arrendamiento del inmueble denominado “tinajas” ubicado en la Vereda Buenos Aires del Municipio de Yotoco (V.), por virtud del vencimiento del plazo en él fijado.
-Así mismo determinar, si resulta procedente declarar el incumplimiento de la obligación de restitución del inmueble objeto de arrendamiento por parte del demandado Miguel Ángel Varón Castro, pues refiere que vencido el plazo del contrato, éste no fue devuelto a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) como propietaria del mismo.
Para resolver los anteriores interrogantes, el Despacho abordará el estudio de los siguientes aspectos: i) Marco legal y jurisprudencial sobre el contrato estatal de arrendamiento; ii) bienes que pueden ser objeto de contrato de arrendamiento estatal; iii) la obligación del arrendatario de restituir la cosa a la terminación del contrato; y iv) el caso concreto.
i) Marco legal y jurisprudencial sobre el contrato de arrendamiento
Es preciso señalar, que atendiendo el hecho de que el contrato de arrendamiento No. 004 celebrado entre la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) y el señor Miguel Ángel Varón Castro fue suscrito el 05 de enero de 2013, le resulta aplicable el Estatuto General de Contratación Estatal contenido en la Ley 80 de 1993, normativa que en su artículo 13 dispone:

“ARTÍCULO 13. DE LA NORMATIVIDAD APLICABLE A LOS CONTRATOS ESTATALES. Los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2o. del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta ley.

Los contratos celebrados en el exterior se podrán regir en su ejecución por las reglas del país en donde se hayan suscrito, a menos que deban cumplirse en Colombia.
<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> Los contratos que se celebren en Colombia y deban ejecutarse o cumplirse en el extranjero, podrán someterse a la ley extranjera.” (Negrillas del Despacho.)
Conforme con lo anterior, queda claro que la naturaleza del mentado contrato se encuentra determinada por las disposiciones contenidas en las normas del Código Civil y del Código de Comercio en los asuntos que le sean aplicables, salvo en lo regulado de manera exclusiva por la Ley 80 de 1993.
Por su parte, el artículo 32 del mismo Estatuto ha establecido que “son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, (…)”.
A su vez, los artículos 39
 y 41
 de la Ley 80 de 1993, al regular lo concerniente a la forma y perfeccionamiento de los contratos celebrados por las entidades estatales, exigen la formalidad del escrito; es por ello, que el Consejo de Estado explicó en Sentencia del 29 de octubre de 2014
, que el contrato de arrendamiento estatal se erige como un contrato solemne, que requiere que se eleve a escrito para que se entienda perfeccionado, siendo ello una manifestación de la integración normativa entre las normas de derecho público y derecho privado, que tiene lugar en materia de contratación estatal, veamos:
 
“constituyen casos típicos de excepción a la integración normativa del régimen de contratación, los procedimientos de formación del contrato estatal y la formalidad escrita del mismo, puesto que en esos asuntos existen reglas legales específicas de acuerdo con la Ley 80 de 1993, contrarias a las disposiciones del derecho [de la contratación entre particulares] en las que se pregona como principio general la libertad de las formas de negociación en la etapa precontractual y el consenso de voluntades como fuente suficiente para dar lugar a la existencia de un contrato mercantil”. 
Con lo que resulta dable colegir, que el contrato de arrendamiento materia de estudio ante esta Instancia, se encuentra incurso dentro de aquellos denominados contratos estatales, precisamente por el hecho de haber sido suscrito por una entidad pública, en virtud del cual ésta asumió el cumplimiento de una serie de obligaciones con un particular y éste último para con ella, el cual se rige en algunas materias por lo establecido en la Ley 80 de 1993 (solemnidad) y en otras por el Código Civil Colombiano (definición, obligaciones, etc.).
 

Una vez aclarado lo anterior, se explica que el contrato de arrendamiento se encuentra definido en el artículo 1973 del Código Civil, señalando que “el arrendamiento es un contrato en que las dos partes se obligan recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o prestar un servicio, y la otra a pagar por este goce, obra o servicio un precio determinado”.
Ahora bien, el artículo 1982 del C.C., establece como obligaciones del arrendador las siguientes: i) Entregar al arrendatario la cosa arrendada, ii) mantenerla en estado de servir para el fin a que ha sido arrendada y iii) librar al arrendatario de toda turbación o embarazo en el goce de la cosa arrendada.

Por su parte, el mismo Estatuto determina como obligaciones para el arrendatario, las siguientes: i) Usar la cosa según los términos o el espíritu del contrato (art. 1996 del C.C.); ii) velar por la conservación de la cosa arrendada (art. 1997 ibídem); iii) realizar las reparaciones locativas (art. 1998 ejusdem); iv) pagar el precio o renta convenido (arts. 2000 y ss. ídem); y v) restituir la cosa a la terminación del contrato (art. 2005 y ss. C.C.).
Ahora bien, el Consejo de Estado en Sentencia del 18 de marzo de 2010
, procedió a explicar de manera detallada las características e implicaciones de los contratos de arrendamiento en los siguientes términos:

“El de arrendamiento es un contrato en el cual las partes se obligan recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa o a ejecutar una obra o a prestar un servicio y la otra a pagar por ese goce, obra o servicio un precio determinado, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 1973 del Código Civil. (…) por manera que la noción actual de arrendamiento sólo comprende el acuerdo por cuya virtud las dos partes se obligan recíprocamente, una de ellas a conceder el goce de una cosa y la otra a pagar por dicho goce un precio determinado, quedando claro que son susceptibles de arrendamiento todas las cosas, corporales o incorporales, que puedan usarse sin consumirse, excepto aquellas que la ley prohíbe arrendar -artículo 1974 C.C-.
(…)
De acuerdo con tal definición, puede afirmarse que son características del contrato de arrendamiento su bilateralidad, comoquiera que se celebra entre dos sujetos de derecho entre los cuales surgen obligaciones recíprocas que se sirven mutuamente de fundamento: las del arrendador consisten en entregar al arrendatario la cosa arrendada y en procurarle al arrendatario el uso y goce de la misma, mientras que las de éste consisten básicamente en conservar la cosa en el estado en el cual la recibió, pagar los cánones pactados y restituir el objeto material del contrato al término del mismo; su onerosidad, dado que el precio es uno de sus elementos esenciales y en cuya ausencia el contrato se torna en comodato; su conmutatividad, toda vez que las prestaciones a cargo de cada una de las partes se toma como equivalente de las asumidas por la otra y, finalmente, su carácter de tracto sucesivo, en la medida en que las obligaciones surgidas del contrato no pueden cumplirse instantáneamente sino que conllevan cierta duración en el tiempo. El análisis de su regulación legal, como lo ha sostenido esta Sala, permite inferir que son elementos esenciales de esta modalidad contractual, los siguientes: (i) el otorgamiento del goce o uso de un bien; (ii) el precio que se paga por el uso o goce del bien y (iii) el consentimiento de las partes.” (Negrillas del Despacho.)

Apreciaciones que fueron reiteradas por el Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo en sentencias del 29 de abril de 2015
 y del 13 de noviembre de 2018
.

A partir del estudio de la normativa y la jurisprudencia que antecede, resulta dable realizar las siguientes precisiones: i) Los elementos esenciales del contrato de arrendamiento son: la concesión del goce o uso de un bien, el precio que se paga por el uso o goce del bien y el consentimiento de las partes; ii) así mismo queda claro que en virtud de la celebración de un contrato de arrendamiento emerge para el arrendador, la obligación principal de entregar el bien al arrendatario para su uso y goce y para el arrendatario surgen entre otras, las obligaciones de pagar el precio correspondiente al canon por la tenencia del bien, conservarlo conforme al destino del mismo y restituirlo en la oportunidad convenida; y iii) el contrato de arrendamiento detenta como características principales el ser de carácter bilateral, oneroso y conmutativo, de  tracto sucesivo y de aquellos que generan obligaciones de cumplimiento periódico y continuo.
ii) Bienes que pueden ser objeto del contrato de arrendamiento estatal
En primer lugar, encontramos que el artículo 674 del Código Civil, procede a identificar, definir y diferenciar los bienes del Estado o bienes de la unión, los que clasifica en bienes fiscales y bienes de uso público, conforme se observa:

“Artículo 674. BIENES PÚBLICOS Y DE USO PUBLICO. Se llaman bienes de la Unión aquéllos cuyo dominio pertenece a la República.
  
Si además su uso pertenece a todos los habitantes de un territorio, como el de calles, plazas, puentes y caminos, se llaman bienes de la Unión de uso público o bienes públicos del territorio.  
Los bienes de la Unión cuyo uso no pertenece generalmente a los habitantes, se llaman bienes de la Unión o bienes fiscales.” (Negrillas del Despacho.)
Ahora bien, el artículo 1981 del Código Civil Colombiano, señala lo siguiente:

“Artículo 1981. ARRENDAMIENTO DE BIENES PÚBLICOS. Los arrendamientos de bienes de la Unión, o de establecimientos públicos de ésta, se sujetarán a las disposiciones del presente capítulo, salvo lo estatuido en los códigos o en las leyes especiales.”
Sobre las implicaciones del artículo 1981 del C.C., ha dicho el doctrinante José Alejandro Bonivento Hernández
, lo siguiente:

“Preceptúa el artículo 1981 del Código Civil: “Los arrendamientos de bienes de la Unión, o de establecimientos públicos de ésta, se sujetarán a las disposiciones del presente capítulo, salvo lo estatuido en los códigos o en las leyes especiales.”. Quiere significar esta norma que cuando una entidad de derecho público celebra un contrato de arrendamiento, obra como una persona de derecho privado sometiéndose a las disposiciones del arrendamiento en general, salvo aquéllas exigencias que normas o código especiales dispongan.” (Resalta el Despacho.)
De la normativa y doctrina referenciada con antelación, resulta dable concluir que los bienes de las entidades estatales o bienes de la unión, han sido clasificados por la normativa civil, como bienes de uso público y bienes fiscales, siendo los primeros, aquellos cuyo uso pertenece a todos los habitantes de un territorio, estando permanente a su disposición y para el caso de los segundos, estaríamos ante aquellos bienes que las entidades estatales utilizan para el desarrollo de sus actividades y prestación de los servicios atinentes a sus funciones y que además forman parte de su patrimonio, su uso es de carácter restringido o reprimido y son administrados y poseídos de la misma manera que lo hacen los particulares con los bienes que integran su pecunio.

Por lo que atendiendo la naturaleza de cada una de las categorías de bienes antes estudiadas, concluyó el Consejo de Estado en la en sentencia de unificación del 14 de agosto de 2018
, que el arrendamiento de bienes públicos o de la unión, regulado por el artículo 1981 del C.C., se encuentra reservado exclusivamente para los bienes fiscales, pues  “teniendo en cuenta los derechos y acciones que surgen para el arrendatario, derivadas del contrato de arrendamiento y la protección que ellas ofrecen al uso y goce exclusivo, y siguiendo, la abundante jurisprudencia que sobre la materia ha trazado la Sección Tercera de esta Corporación, bien puede concluirse que no es procedente entregar en arrendamiento bienes de uso público.” 
iii) La obligación del arrendatario de restituir la cosa a la terminación del contrato

Sea lo primero precisar, que el Código Civil en su artículo 2008, determina las situaciones en que se entiende expirado o terminado el contrato de arrendamiento:

“Artículo 2008. CAUSALES DE EXPIRACIÓN DEL ARRENDAMIENTO DE COSAS. El arrendamiento de cosas expira de los mismos modos que los otros contratos, y especialmente:

1. Por la destrucción total de la cosa arrendada.

2. Por la expiración del tiempo estipulado para la duración del arriendo.

3. Por la extinción del derecho del arrendador, según las reglas que más adelante se expresarán.
4. Por sentencia de juez o de prefecto en los casos que la ley ha previsto.” (Negrilla del Despacho).

Conforme se observa, el vencimiento del término o plazo de duración del contrato de arrendamiento pactado por las partes se constituye en una de las causas que permite tener por terminado el mencionado contrato.

Ahora bien, los artículos 2005 a 2007 del C.C., desarrollan todo lo relacionado con la obligación del arrendatario de restituir la cosa materia de arriendo a la finalización del contrato de arrendamiento, por lo cual procede este Operador Judicial a traerlos a colación en forma textual:
“Artículo 2005. RESTITUCIÓN DE LA COSA ARRENDADA POR TERMINACIÓN DEL CONTRATO. El arrendatario es obligado a restituir la cosa al fin del arrendamiento.

Deberá restituir en el estado en que le fue entregada, tomándose en consideración el deterioro ocasionado por el uso y goce legítimo.

Si no constare el estado en que le fue entregada, se entenderá haberla recibido en regular estado de servicio, a menos que pruebe lo contrario.

En cuanto a los daños y pérdidas sobrevenidos durante su goce, deberá probar que no sobrevinieron por su culpa, ni por culpa de sus huéspedes, dependientes o subarrendatarios, y a falta de esta prueba será responsable.” (Negrillas del Despacho.)

“Artículo 2006. FORMA DE RESTITUCIÓN. La restitución de la cosa raíz se verificará desocupándola enteramente, poniéndola a disposición del arrendador y entregándole las llaves, si las tuviere la cosa.” (Negrillas del Despacho.)

“Artículo 2007. CONSTITUCIÓN EN MORA DE LA RESTITUCIÓN. Para que el arrendatario sea constituido en mora de restituir la cosa arrendada, será necesario requerimiento del arrendador, aun cuando haya precedido desahucio; y si requerido no la restituyere, será condenado al pleno resarcimiento de todos los perjuicios de la mora, y a lo demás que contra él competa como injusto detentador.” (Negrilla del Despacho).

Queda claro a partir del análisis de las normas que anteceden, que en efecto el arrendatario tiene dentro de sus obligaciones, aquella relacionada con la restitución o entrega de la cosa arrendada al arrendador una vez tiene lugar la finalización del contrato de arrendamiento; obligación cuya realización pende de una condición legal, a saber, que la cosa arrendada sea restituida en el mismo estado en que fue entregada por el arrendador, sin dejar de lado el deterioro normal a éste causado por el uso y goce de la cosa.

Así mismo se tiene, que la entrega de la cosa al arrendador por el arrendatario se entiende efectivamente realizada cuando la misma ha sido completamente desocupada y es puesta a su disposición. 

Igualmente se explica, que cuando el arrendatario no cumple con la entrega del inmueble a la finalización del contrato de arrendamiento, se considera que ha incurrido en mora, la que requiere para su constitución, que el arrendador hubiere realizado los correspondientes requerimientos de entrega al arrendatario, y si pese a ello, el arrendatario persiste en el incumplimiento ya mencionado, se lo considerará responsable de todos los perjuicios que dicha mora le hubiere causado al arrendador.
De tal suerte pues, que al presentarse el vencimiento del plazo de duración del contrato de arrendamiento, sobreviene su consecuente terminación, y con ello surge para el arrendatario entre otras, la obligación legal de restituir el bien arrendado al arrendador, siguiendo las especificaciones legales referidas en los párrafos anteriores.

Ahora bien, frente al incumplimiento de la obligación de restitución por parte del arrendatario ha explicado el Consejo de Estado en el proceso con Radicado No. 40001-23-31-000-1993-03394-01(15883)
, lo siguiente:

“La legislación civil, en su artículo 2005 establece la obligación del arrendatario de restituir la cosa arrendada al finalizar el contrato de arrendamiento, toda vez que la entrega de los bienes en este tipo de contrato se hace a título de mera tenencia.
De conformidad con las normas antes citadas, al producirse la terminación del contrato de arrendamiento, por vencimiento del plazo, se hace exigible la obligación del arrendatario de restituir o devolver el bien objeto del arrendamiento y la del arrendador de recibirlo; es decir, que aunque estas obligaciones existen desde la suscripción misma del contrato, el cual constituye su fuente, su cumplimiento se difiere en el tiempo hasta que sobrevenga la terminación de la relación contractual, ocurrido lo cual dichas obligaciones de restitución y recibo se hacen exigibles y deben ser cumplidas.
(…) 
En este caso, al celebrar el contrato, el arrendatario asume la obligación de restituir el bien arrendado al finalizar el contrato (art. 2005 C.C)

En consonancia con lo dicho, en el contrato celebrado entre el Distrito de Santa Marta y el demandante, el 1º de agosto de 1986, las partes pactaron, entre otras, la cláusula octava, en la cual se lee lo siguiente: “Restitución. El arrendatario restituirá el inmueble al arrendador a la terminación del contrato en el mismo estado en que lo recibe, salvo el deterioro natural” (resaltado no es del texto) (fl. 75 vto. cd. ppal).
Bajo estas directrices debe concluirse lo siguiente:

a) El contrato de arrendamiento se extingue al producirse la expiración del plazo, momento mismo en el cual se hace exigible la obligación del arrendatario (deudor), consistente en restituir el bien y, en consecuencia, surge el derecho del arrendador (acreedor) de adelantar las acciones pertinentes para obtener el cumplimiento de la obligación, si el arrendatario no satisface la prestación de restitución, acción que no podía ejercer antes del vencimiento del plazo contractual por ser inexigible la obligación, toda vez que estaba sometida a la llegada de esa fecha (plazo suspensivo).

b) El no cumplimiento de la obligación de restitución del bien arrendado por parte de arrendatario, al término del contrato, en manera alguna puede tener el efecto jurídico de extender el vínculo contractual indefinidamente, hasta el momento en que se dé el cumplimiento de la obligación de restitución, puesto que tal vínculo se extingue así subsistan algunas de las obligaciones que se originaron en él, tal como ya quedó indicado.” (Negrilla del Despacho.)
Así mismo, en Sentencia del 04 de junio de 2012
, la misma Alta Corporación dispuso lo siguiente:

“Es procedente anotar que -como atinadamente enseña el profesor Gómez Estrada- el contrato de arrendamiento, como se desprende de su misma naturaleza, es temporal y por lo mismo es temporal el derecho en virtud del cual el arrendatario goza de la cosa arrendada, en tanto el arrendatario no es más que un mero tenedor de lo que se recibe en arriendo. De ahí la previsión contenida en el inciso primero del artículo 2005 del C.C., conforme a la cual el arrendatario está en la obligación de restituir la cosa una vez termine el contrato de arrendamiento
, lo que entraña –como contrapartida- el deber de recibirla por parte del arrendador, sin perjuicio de que éste pueda demandar al primero por los daños que presente el inmueble.”
Conforme con lo anterior, queda bastante clara la obligación del arrendatario de restitución del inmueble arrendado, misma que deviene precisamente del carácter temporal que detenta el contrato de arrendamiento, representado precisamente en que a éste le es fijado un término de duración, que es justamente el mismo termino que tiene el arrendatario para gozar o disfrutar de la cosa arrendada, el que finaliza entre otras, con el vencimiento del término o plazo de duración del contrato.

iv) El caso concreto
Como primera medida, se enlistan a continuación las pruebas más relevantes allegadas al informativo.

De las pruebas

· Se allegó a fls .12 a 14 del C. Ppal., copia del contrato de arrendamiento No. 004 del 05 de enero de 2012, suscrito entre la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) y el señor Miguel Ángel Varón Castro, en cuyas cláusulas se realizaron las siguientes precisiones:
“Entre los suscritos a saber Gloria Patricia López Espinosa (…) quien obra en nombre y representación de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), en su condición de directora ambiental regional DAR Centro Sur con sede en la ciudad de Buga Valle del Cauca y Miguel Ángel Varón Castro (…), hemos acordado celebrar el presente contrato de arrendamiento de un bien inmueble ubicado en el paraje de Buenos Aires del Municipio de Yotoco Valle del Cauca, el cual se regirá por las siguientes cláusulas: Primera: objeto: la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), quien para los efectos del presente contrato se denominará el arrendador, entrega a titulo de arrendamiento, el inmueble situado en el Municipio de Yotoco Valle del Cauca, cuyos linderos generales y particulares son como siguen: NORTE: con predios de la universidad nacional de Colombia. Oriente: con predios de la universidad nacional de Colombia, carretera al dorado. Sur: con la carretera al dorado. Occidente: en parte con predios de la Nación (Batallón)y en parte con predio de Rubén Darío Marmolejo Rojas (…). Tales linderos y área total del inmueble de cuarenta y cuatro hectáreas, siete mil ochocientos metros cuadrados (44 has. 7800 m2) (…), linderos y áreas actualizados mediante escritura pública No.158 del 27 de enero de 2000 ante la Notaría Segunda de Buga. Segunda: Término: la duración del contrato de arrendamiento sobre el inmueble descrito en la cláusula anterior será de doce (12) meses, contados a partir del día 05 de enero de 2012 al 04 de enero de 2013, fecha de entrega del inmueble y con el inventario anexo. Tercera: Entrega del inmueble: el arrendatario dará por recibido el inmueble arrendado en la fecha de legalización del contrato, es decir, con la firma de las partes del presente contrato de arrendamiento. (…). Cuarta: Precio: El precio o canon mensual que el arrendatario se obliga a pagar al arrendador será equivalente a la suma anual equivalente a sesenta mil pesos moneda corriente ($60.000), fuera del IVA DE y de los intereses que se generen por mora. (…). Sexta: Restitución: El arrendatario deberá restituir el bien inmueble entregado en arrendamiento en los siguientes caso: 1) Por el vencimiento del término del contrato de arrendamiento, 2) por el incumplimiento de las obligaciones del arrendatario en relación con la destinación, la utilización adecuada o el deterioro del inmueble, 3) por sobrevenir al arrendador una necesidad apremiante del inmueble entregado en arrendamiento y 4) por la terminación de los servicios a los que se destinó el inmueble. (…). Octava: Régimen legal: Los vacíos en la estipulación se llenarán en el presente contrato de arrendamiento con las reglas contenidas en el Libro IV del Código Civil Colombiano.  Novena: Perfeccionamiento: Este contrato de arrendamiento se perfecciona por la tradición del inmueble objeto del contrato de arrendamiento y con la firma de las partes que intervienen en él. (…).
Para constancia se firma en el ciudad de Guadalajara de Buga, Valle del Cauca, a los cinco (05) días del mes de enero de dos mil doce (2012).

Gloria Patricia López Espinosa

Directora Ambiental Regional Dar Sur

El arrendador

Miguel Ángel Varón Castro
El arrendatario.” (Negrilla del Despacho.)
· A f. 16 del C. Ppal., obra Oficio del 08 de enero de 2013 suscrito por el Director Administrativo de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) dirigido al demandado Miguel Ángel Varón Castro en su calidad de arrendatario del predio “tinajas”, localizado en la Vereda “Buenos Aires” del Municipio de Yotoco (V.), cuya finalidad era la “solicitud de entrega formal del predio rural denominado TINAJAS por vencimiento del término del contrato de arrendamiento”, y en el cual se le puso de presente lo siguiente:
“Actuando dentro de los parámetros legales y reglamentarios; le comunico que ha vencido el término del contrato de arrendamiento del Bien inmueble – Bien Fiscal, del predio denominado TINAJAS, ubicado en la Vereda Buenos Aires, Municipio de Yotoco, Departamento del Valle del Cauca.

Por lo anterior, de acuerdo al contrato de arrendamiento No.004 de 2012, de fecha 5 de enero de 2012, cláusula sexta, solicito ante usted la entrega del inmueble, para lo cual se concede un plazo de tres (3) meses a partir de la fecha de recibo de esta notificación.”
Oficio que presenta una anotación a mano alzada del 14 de enero de 2013, la que fue suscrita por la señora Ruth Nubia González, en la que se precisa que el señor Miguel Ángel Varón Castro “no quiso recibir, tampoco quiso firmar”.
· A f. 17 del C. Ppal., obra el “informe de notificaciones” de fecha 25 de enero de 2013, suscrito por la señora Ruth Nubia González Coordinadora Proceso FECAC CVC DAR Centro Sur, dirigido a la Dirección Ambiental Regional (DAR) Centro Sur de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), en el que se puso en conocimiento lo siguiente:
“Por medio del presente escrito informo a la señora Directora Territorial de la DAR Centro Sur, con sede en Guadalajara de Buga, Valle del Cauca, que en la fecha 14 de enero de 2013, me desplacé con otros funcionarios de CVC, hasta los predios Reserva La Curia, Municipio de Calima- El Darién, Reserva La Albania, Municipio de Yotoco y predio Tinajas en el mismo municipio de Yotoco, Departamento del Valle del Cauca, para hacer entrega de los oficios No.0740-00312-2013 y tabulados a los señores MIGUEL ANGEL VARÓN CASTRO (…)FRADIR SILVA LOPEZ (…) y HERIBERTO PINILLA RIOS (…); pero los citados señores se negaron a recibir cualquier correspondencia, tampoco firmaron que hasta que consulten con un abogado; no nos dejaron arrimar a los Centros y el señor Miguel Varón dijo que no sale del predio. Se les requirió varias veces, explicando que nosotros solo cumplimos órdenes y que por favor recibieran la correspondencia, pero se negaron rotundamente.

Posteriormente, el día 20 de enero de 2013, volvimos y tampoco recibieron, (…) por ello devolvemos la correspondencia a la dirección. 
En los anteriores términos dejo rendido mi informe y me ratifico bajo la gravedad del juramento.”

· A fls. 18 y 19 del C. Ppal., obra el Oficio No. 0740-0126212013-2013 del 29 de enero de 2013 suscrito por la señora Gloria Patricia López Espinosa como Directora Territorial DAR Centro Sur de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), dirigido al señor Miguel Ángel Varón Castro, con el que se dio respuesta a una petición por éste incoada, y cuyos apartes mas importantes se trascriben a continuación:

“Dando respuesta a su amable petición (…) comunicamos a usted que al interior de la corporación se dio respuesta a su solicitud así:
El día 8 de enero de 2013 se envió con memorando de la misma fecha, por conducto del señor coordinador del proceso MOA de la DAR Centro Sur, los siguientes documentos:

1. Oficio No.0740-00312-2013 de fecha 08.01.2013, suscrito por la Directora DAR Centro Sur.

2.Tabulado de Pago canon de arrendamiento periodo 05.01.2012 al 04.01.2013 CVC

3.Oficio de fecha 08 de enero de 2013, suscrito por el Director Administrativo de la CVC, Santiago de Cali, Valle del Cauca.
En la precitada documentación, se le dio respuesta a sus derechos de petición indicando que la corporación CVC celebró contratos de arrendamiento con ustedes, los cuales vencieron el día 4 de enero de la presente anualidad.

(…) 
De igual forma, se le anexó el tabulado de pago correspondiente al canon de arrendamiento del periodo comprendido entre el 5 de enero de 2012 hasta el 04 de enero de 2013.

También se les envió oficio suscrito por el Director Administrativo de la CVC, indicándoles que el contrato de arrendamiento se encuentra vencido a la fecha y solicita la entrega formal y material del bien inmueble a la CVC y concede un plazo legal de tres (3) meses para ello.

Teniendo en cuenta que usted se negó a recibir a los funcionarios comisionados como tampoco recibió la correspondencia relacionada, de acuerdo a lo informado por el funcionario que se desplazó hasta el predio y se ratifica bajo la gravedad del juramento. Estamos enviando nuevamente los precitados documentos por el correo certificado a la dirección registrada en su derecho de petición (…).”
· A f. 20 del C. Ppal., obra copia de la planilla de envío de la mencionada documentación.
· A fls. 21 a 39 del C. Ppal., obra copia del “informe de visita seguimiento al centro de educación ambiental tinajas vereda Buenos Aires, Municipio de Yotoco”, en el que se realizaron las siguientes precisiones:
“(…) desde el año 2012 no se ha podido dar continuidad a la implementación del programa de educación ambiental, por la invasión y usufructo del predio por parte del señor Miguel Ángel Varón Castro, afectando las metas misionales de la Dirección Regional Centro Sur referente al proceso de educación ambiental.
Desde el año 2013 del señor MIGUEL ANGEL VARON CASTRO ha venido haciendo uso de la vivienda y demás instalaciones del predio sin el debido consentimiento de la CVC (invasión) y sin permitir el ingreso de los funcionarios de la Corporación al mismo para desarrollar las actividades educativas y de control y seguimiento del ecosistema;  por ello a partir de este momento la Corporación suspende la implementación del programa de educación ambiental y por ende de las inversiones de mantenimiento que se venían desarrollando frecuentemente a la infraestructura.
Adicionalmente la Corporación como propietaria del centro de educación ambiental tinajas contrata el servicio de vigilancia del predio con la empresa de seguridad ATLAS S.A. servicio que se presta durante las 24 horas del día con tres guardas de seguridad que se turnan cada 8 horas durante las 24 horas.

Sin embargo desde el momento el momento que se inició la prestación de este servicio hasta la fecha, los guardas de seguridad han tenido que realizar su función de vigilancia desde la parte externa del predio, bajo las inclemencias del clima (…), sin ninguna protección debido a que el señor Miguel Ángel Varón Castro no les ha permitido su ingreso al interior del predio y la vivienda (…).

En esta visita se evidencia que la infraestructura del Centro de Educación Ambiental Tinajas y los escenarios pedagógicos del mismo se han venido deteriorando como se describe a continuación:
-Sendero de interpretación ambiental: se diseñó un sendero (…) para desarrollar actividades de interpretación ambiental compuesto de miradores y estaciones, pero hoy se observa que este sendero ha perdido su trazado debido a la invasión que han realizado las plantas arvenses impidiendo el acceso de las personas.
-Mariposario: se construyó un mariposario en el que mantenían las mariposas adultas de morfo azul, compuesto por una infraestructura realizada en guadua (…) también se instaló un laboratorio de mariposas en guadua (…). Hoy se observa que la infraestructura tanto del mariposario del laboratorio se encuentra deteriorada, desplomada e invadida de arvenses, por lo que no están desarrollando las actividades de reproducción y muestra del ciclo de vida de la mariposa (…).

-Mirador: como parte de los componentes del sendero para interpretar el Valle geográfico del río Cauca, se cuenta con un mirador denominado “domo mirador”. En la actualidad este mirador ha desaparecido debido a que se ha invadido de especies arvenses afectando la panorámica.

-Vallas: el centro de educación ambiental cuenta con vallas en las zonas comunes y en las estaciones al interior del sendero, brindando información general del área y de las características ecosistémicas de la misma. Hoy observamos que estas vallas se han venido deteriorando, colapsando e incluso han perdido su visibilidad por la invasión de arvenses.

-Vivienda principal y zonas sanitarias: se cuenta con una vivienda, un auditorio y unas baterías sanitarias con el propósito de recepcionar a los visitantes. Sin embargo, no se pudo obtener un diagnóstico del estado de esta infraestructura debido a que el señor Miguel Ángel varón Castro no permitió el ingreso.”

· A fls. 40 a 42 del C. Ppal., obra el certificado de tradición del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 373-36336del 20 de abril de 2017, expedido por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Buga, que da cuenta que el predio “tinajas” localizado en la Vereda Buenos Aires, del Municipio de Yotoco (V.), fue adquirido a título de compraventa por la Corporación Autónoma Regional del Valle -CVC al señor Antonio María Londoño Ávila, mediante escritura pública 159 del 02 de junio del año 2000 de la Notaria Segunda de Buga.
· A fls.86 y 87 del C. Ppal., obra copia de la Escritura Pública No.159 del 02 de junio de 2000, por el cual tuvo lugar la compraventa del predio rural “las tinajas”, localizado en el Municipio de Yotoco (V.), entre el señor Antonio María Londoño Ávila y la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC).

· A fls.97 a 101 y 127 del C. Ppal., obran el acta y el CD contentivo de la audiencia de pruebas celebrada el 27 de noviembre de 2019 ante este Despacho, en la cual se recepcionaron los testimonios de los señores Jenny Marcela Sepúlveda Alzate y José Norvey Valencia, funcionarios de la CVC, cuyos apartes más importantes se traen a colación comenzando con la declaración de la señora Sepúlveda Alzate:
“(…) Preguntado: de forma detallada infórmenos que conoce usted del contrato y de ese predio en particular. Contestó: el predio se llama tinajas de propiedad de la CVC, es un predio que fue adquirido porque es un predio que se encuentra dentro de la reserva forestal “guadualito” (…), es un predio que cuenta con una pequeña infraestructura donde la corporación desarrollaba actividades de educación ambiental; el señor Miguel se encuentra allí desde el año 2012, que yo ingresé como funcionaria, desde ese momento a mi me asignan en la cuenca Yotoco, que es donde se ubica el predio como tal. Desde que ingreso a la Corporación me doy cuenta que el señor Miguel está allí viviendo sin ningún tipo de relación laboral con la corporación pero pues ha ocupado esa vivienda, porque el predio cuenta con una casa y ese predio la Corporación tenía un centro de educación ambiental (…), ella tiene una gran importancia para la CVC pues nos visitaban muchas universidades dentro de ese predio que era donde la CVC daba sus programas de educación ambiental, pero desde que el señor Miguel ocupa ese predio, nos comenzó a prohibir el ingreso a los funcionarios, desde eso el no nos deja ingresar y en este momento toda la infraestructura del predio se ha deteriorado, ya que no nos deja ingresar a realizar labores de mantenimiento y recuperación, todo está rastrojado (…); inclusive, la ultima vez que yo ingresé al predio en el año 2013, que realicé una reunión con la comunidad de la zona porque ese es mi trabajo, los convoque en el centro de educación tinajas y sucedió que la comunidad cuando llegó al predio, él no los dejó entrar, ya luego yo llegué ingresamos al predio, pero en ese momento la esposa del señor nos insultó a los funcionarios de la CVC, éramos mi compañero y yo, el nombre de él es Adolfo León Vélez, (…), también hablo muy mal de la CVC todo eso enfrente de las personas que habíamos citado para realizar la actividad de fortalecimiento ambiental, entonces a raíz de eso yo tuve que sacar la gente del centro (...),  y no volví por allá, eso quedó en un memorando que se pasó al Director Territorial de la Corporación, donde le expuse la situación (procede a aportarlo al plenario). Preguntado Juez: se deja constancia que la testigo allega un memorando No.0742-19415-2013 suscrito por la testigo, donde da cuenta de lo ocurrido el 30 de abril de 2013. Preguntado Juez: el predio mas o menos que tamaño tiene. Contestó: aproximadamente más de 26 hectáreas, todo es bosque, solamente tiene una vivienda y un auditorio pequeño donde nos reuníamos con los visitantes y cuenta con un sendero de unos 1.8 kms, donde se llevaba a las comunidades y a los estudiantes a hacer el recorrido (…). Preguntado Juez: usted sabe mas o menos desde que fecha comenzó a impedir el acceso de los funcionarios de la CVC. Contestó: desde el año 2013, desde ese memorando, ahí es cuando ya el señor no deja ingresar y se presenta la situación con la comunidad que ya comenté, desde ahí ya se agravó la situación, inclusive yo informé en el memorando que en esas condiciones no podíamos prestar ningún servicio a nadie dentro del predio, (…) desde esa época hasta el día de hoy se ha podido tener acceso. Contestó: no se pudo ingresar más. Resulta que como el predio es tan grande nosotros tenemos una actividad que se llama seguimiento al área protegida, igual no podemos ingresar al predio pero se pueden realizar recorridos por fuera (…), igual el señor no nos deja ingresar al centro de educación, es decir, a la casa y a los senderos; inclusive en el año 2016 la Corporación contrata a la empresa Atlas S.A., una empresa de vigilancia privada y le pone a todos los predios de la corporación, vigilancia, en este momento, desde que se contrata el servicio para vigilar el predio tinajas, a los vigilantes les toca vigilar por fuera del predio, es decir, están vigilando la calle, si usted realizan una visita van a verificar que la garita de vigilancia esta por fuera del predio tinajas, (…), situación que resulta insegura para los vigilantes (…). Preguntado Juez: que función desempeñaba ese señor cuando si dejaba ingresar a los empleados. Contestó: vivía ahí no más, porque las funciones de mantenimiento en el 2011 se hacían por medio de contratos previa una licitación y cuando se hacían los mantenimientos era un contratista que llegaba y cumplía el objeto del contrato. Preguntado Juez: como sabe usted que ese predio es de la CVC. Contestó: he visto la escritura pública que lo acredita; nosotros tenemos en la oficina una carpeta con cada predio de la corporación. Preguntado abogado parte demandante: cual es la importancia del centro de educación ambiental. Contestó: es un área estratégica para la conservación y la CVC lo que hace es que viendo las bondades naturales que tiene el predio, es que crea el centro de educación como un espacio donde la gente pueda ir a hacer educación ambiental y entonces se tenían funcionarios solamente dedicados a hacer educación ambiental y por ello se recibían colegios, universidades (…) dicho inmueble cumple una función misional que es la educación ambiental e imagen corporativa. Preguntado abogado parte demandante: usted ha dado capacitaciones en el predio tinajas. Contestó: a partir del año 2013, que pasó lo del señor, yo no volví; ya el predio no volvió a prestar el servicio de educación, eso nos ha generado unas dificultades porque está dentro de las metas de la Corporación, entonces esas metas no se han podido cumplir y siempre cada año nos ha tocado explicar en los informes de gestión que no se ha podido realizar el proceso educativo ambiental, porque ahí vive un señor que no deja ingresar al predio, (…). Preguntado abogado parte demandante: que trato ha recibido por parte del señor Varón Castro cuando se acerca al predio. Contestó: nosotros en varias oportunidades hemos ido, a mi me ha tocado llevar correspondencia…ellos no reciben nada, nos tratan mal, inclusive en otra oportunidad yo fui con otro compañero, Harold Fernández a llevarles un oficio y la esposa del señor de manera muy agresiva nos trató (…), por lo menos a mi si me da temor una agresión. Preguntado abogado parte demandante: usted tiene conocimiento al demandado cuantas veces se le ha solicitado la entrega del inmueble. Contestó: en varias oportunidades; el año pasado tuvimos una reunión con el Personero de Yotoco, donde se informó la situación, él nos acompañó a una visita al predio entonces ese día no había nadie y no se pudo hablar con el señor, porque lo que buscábamos es que al menos dejaran entrar a los vigilantes porque estos se encuentran prestando el servicio en la calle (…). Preguntado abogado parte demandante: sabe que daños se le han causado al predio en razón de la permanencia del señor Miguel Ángel Varón Castro en el inmueble. Contestó: los daños son todas las inversiones que la corporación realizó para la construcción de senderos, eso está destruido, igual el mariposario, (…) todo está caído, enmalezado. Preguntado abogado parte demandante: usted sabe si el señor Miguel Ángel Varón Castro labora o laboró para la CVC. Contestó: no tengo conocimiento que el señor haya trabajado para la CVC, pero lo que si se es que el señor vivía en la casa que queda adentro del predio y que no trabaja en el predio, porque el sale todos los días a las 7 de la mañana y vuelve a las 5 de la tarde al predio, seguramente trabaja en otro lugar, el usa el predio es para vivir, no trabaja dentro de él; y de eso tengo constancias porque desde que empezó a laborar al seguridad privada (…), nosotros le hemos llevado que lleve minutas de salida y de entrada del predio, desde el año 2017, y sale a las 6 de la mañana y vuelve a las 5 de la tarde. (…).”. (Negrilla del Despacho).
Por su parte en la declaración del señor José Norvey Valencia, se puso de presente lo siguiente:

“(…) Preguntado Juez: dígale al Despacho a que se dedica. Contestó: (…) soy funcionario de la CVC desde mayo de 2012, soy técnico administrativo de la DAR CENTRO SUR, dentro de mis funciones se encuentra realizar seguimiento a los bienes muebles y enseres que tiene la Corporación en el área de jurisdicción de la CVC en los municipios que le corresponden. (…). Conozco al señor Miguel Ángel Varón Castro porque como le digo, realizo un seguimiento a los predio de la corporación y cuando empecé a hacer mis labores, encontré habitando al señor Miguel Varón en el predio Tinajas en el Municipio de Yotoco (…). Preguntado Juez: usted sabe el motivo por el que ha sido llamado a declarar a esta audiencia. Contestó: si su señoría se que es una demanda que la CVC ha interpuesto intentando recuperar la posesión de un bien que es de propiedad de la CVC, por la cual nosotros pagamos impuestos, servicios públicos y hacemos un seguimiento y tenemos una compañía de seguridad que vigila desde la calle porque no nos la han dejado ingresar al predio (…). Preguntado Juez: donde esta ubicado el predio. Contestó: el predio esta ubicado en la zona rural de Yotoco, en la vía a valle dorado, margen derecho (…) ahí hay una casa, un centro de reunión, había también un mariposario y un sendero ecológico donde se desarrollaban actividades de educación ambiental (…). Preguntado: quienes el propietario. Contestó: es la CVC (…), nosotros pagamos el impuesto predial en esa proporción, de lo cual tengo soporte y lo puedo aportar, de los recibos de los últimos tres años, no solamente eso, sino los servicios públicos; son 22 folios que corresponden al pago de los impuestos que la corporación ha realizado de los años 2017, 2018 y 2019 (se le entregan al Juez). Juez: efectivamente, se ordena glosar al expediente, los documentos que acaba de hacer llegar el testigo. Preguntado Juez: cuéntenos actualmente quien hay en el predio. Contestó: desde el 2012 habita el señor Miguel Varón, con su esposa, una hija (…) son las personas que nos hemos encontrado; no hemos podido realizar ningún tipo de mantenimiento al inmueble, no podemos acceder, los guardas están en la calle. Hemos hecho visitas con los abogados de la corporación, (…), con la Personería de Yotoco, informamos a la Alcaldía Municipal, para solicitar al menos el ingreso de los funcionarios y de los miembros de la seguridad privada (…), bien que hace parte de los bienes del Estado. Este año se hizo una visita con la abogada de la CVC Edna Piedad Villota para conseguir el ingreso al inmueble, lo que no tuvo lugar y en razón de ello, la corporación instauró esta demanda a fin de recuperar este bien. Preguntado Juez: usted sabe porque el señor Miguel Ángel Varón Castro se encuentra habitando este inmueble. Contestó: siempre la corporación en los bienes que ha tenido ha mediado un contrato de arrendamiento, (…), por lo cual pagaba un canon de arrendamiento, yo aquí tengo la última factura de pago que se le solicitó al señor Miguel que cancelara, en el 2013, que por favor nos pagara el canon de arrendamiento, yo tengo copia de esa factura y el oficio (…), si gusta le puedo dejar copia de ambos, son de mayo de 2013. Juez: le recibo entonces los documentos. Testigo: aporto 2 folios, uno es el oficio de cobro y la respectiva factura. Juez: se incorporan al expediente. Juez preguntado: al día de hoy usted saben quienes viven en le inmueble. Contestó: la única persona que he encontrado en las ultimas visitas, es la esposa del señor Miguel Ángel Varón Castro, porque el trabaja en otros predios. Preguntado apoderado parte demandante: cual es el estado del bien materia de arrendamiento. Contestó: el bien se encuentra deteriorado desde el año 2012 -2013 no le hemos hecho ningún tipo de intervención. Preguntado Apoderado parte demandante: usted nos puede decir a cuanto ascienden los daños causados al inmueble con el deterioro que presenta, lo puede calcular. Contestó: por la experiencia que tengo, (…) yo creo que costo de hoy valdría 40 millones aproximadamente recuperar en su totalidad el inmueble. Preguntado apoderado parte demandante: usted sabe el termino de duración del contrato de arrendamiento No.004 de 2012. Contestó: la corporación lo hace por la vigencia fiscal que le corresponde, es decir, un año. Preguntado apoderado parte demandante: usted sabe más o menos a cuanto equivalen los servicios públicos domiciliarios que se pagan en el predio. Contestó: (…) estoy verificando la tabla de control de gastos que llevo de la Corporación, y el promedio de pago es de aproximadamente de 78.000 a 80.000 mensuales por parte de la CVC a la E.P.S.A., (…). Preguntado: quien cancela el monto de al seguridad privada. Contestó: la corporación mediante licitación pública contrató a la compañía Atlas S.A. que presta el servicio de seguridad privada, en turnos de 8 o 12 horas, son 3 guardias que hacen la rotación de su personal, quienes tienen una casucheta a la vera del camino, a la intemperie…no hemos podido dentro del área que comprende el predio. Preguntado: usted sabe cuantas veces la CVC le ha solicitado al señor Varón Castro que desaloje el predio. Contestó: (…) yo recuerdo una vez que acompañe a una de las abogadas de la corporación quien les puso de presente que ya se había vencido el termino de permanencia en ese lugar, pero ellos se han negado a irse de ahí (…).” (Negrilla del Despacho).
Observa el Despacho que fueron allegados en el transcurso de la audiencia de pruebas, varios documentos, los cuales se incorporaron para que formaran parte del acervo probatorio del expediente, los cuales se pasan a enlistar:

-A fl.102 del C. Ppal., obra el memorando 0742-19415-2013 del 10 de abril de 2013, suscrito por la testigo Jenny Marcela Sepúlveda Alzate, funcionaria de la CVC, en el cual le informa al Director del DAR Centro Sur, los hechos ocurridos el 09 de abril de 2013, los cuales ya fueron relatados por la testigo en su declaración rendida en la audiencia de pruebas y que se encuentra trascrita en párrafos anteriores.

-A fls.103 a 109 del C. Ppal., obran las facturas del impuesto predial del predio tinajas para el año 2018, y el recibo de pago o cancelación del impuesto referido, efectuado el 31 de enero de 2018 por la C.V.C. al Municipio de Yotoco (V.) a su cuenta en el Banco Bancolombia, por valor de $7.152.353.
-A fls. 110 a 117 del C. Ppal., obran las facturas del impuesto predial del predio tinajas para el año 2019, y el recibo de pago o cancelación del impuesto referido, efectuado el 31 de enero de 2019 por la C.V.C. al Municipio de Yotoco (V.) a su cuenta en el Banco Bancolombia, por valor de $7.367.411.

- A fls.118 a 124 del C. Ppal., obran las facturas del impuesto predial del predio tinajas para el año 2017, y el recibo de pago o cancelación del impuesto referido, efectuado el 31 de enero de 2017 por la C.V.C. al Municipio de Yotoco (V.) a su cuenta en el Banco Bancolombia, por valor de $6.678.682.

-A fls.125 y 126 del C. Ppal., obra el Oficio del 11 de junio de 2013 suscrito por el entonces Director Territorial del DAR Centro Sur, el cual iba dirigido al demandado Miguel Ángel Varón Castro, en el que se solicitaba procediera a cumplir con su obligación del pago del canon de arrendamiento correspondiente al año 2012, y para ello, le remiten adjunta la factura No.111077333.

Adentrándonos en el presente caso, tenemos que conforme lo establecen el certificado de tradición expedido por la Oficina de Instrumentos Públicos de Buga, el 20 de abril de 2017
 y la escritura pública No.159 del 02 de junio del año 2000
, se encuentra acreditado que la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), adquirió a título de compraventa al señor Antonio María Londoño Ávila, el predio “tinajas” localizado en la Vereda Buenos Aires, del Municipio de Yotoco (V.), el cual se identifica con la matrícula inmobiliaria No. 373-36336.

Acto seguido se observa, que entre la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) y el señor Miguel Ángel Varón Castro, fue suscrito el contrato de arrendamiento No. 004 del 05 de enero de 2012
, cuyo objeto consistió en la entrega de la primera al segundo, de un bien inmueble ubicado en el paraje de Buenos Aires del Municipio de Yotoco Valle del Cauca, el cual se identificaba bajo el nombre de “tinajas”, y en cuyo clausulado se pactó entre otras, lo siguiente: i) en la clausula segunda las partes pactaron que el contrato tendría una duración de doce meses, es decir, un año, comprendido entre el 05 de enero de 2012 al 04 de enero de 2013, fecha de entrega del inmueble, ii) en la clausula cuarta, las partes convinieron que el señor Miguel Ángel Varón Castro en su calidad de arrendatario, debía pagarle como canon de arrendamiento anual a la CVC, una suma equivalente a $60.000 y iii) en la clausula sexta, las partes del contrato convinieron que el arrendatario Miguel Ángel Varón Castro debía, entre otras situaciones, restituir el inmueble arrendado a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), cuando tuviera lugar el vencimiento del término del contrato de arrendamiento.

Valga decir, que el pluricitado contrato de arrendamiento es válido, en tanto que recayó sobre un bien fiscal, pues conforme fue atestiguado por los señores Jenny Marcela Sepúlveda Alzate y José Norvey Valencia en sus declaraciones rendidas en la audiencia de pruebas celebrada ante este Despacho el 27 de noviembre de 2019
 y de la mano con lo narrado en el “informe de visita seguimiento al centro de educación ambiental tinajas vereda Buenos Aires, Municipio de Yotoco”
, la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), le había asignado al predio “tinajas” un uso o destinación específica y restringida, a saber, el desarrollo de actividades instructivas y educacionales en el tema ambiental, lo que se encuentra acorde con lo establecido en el artículo 674 del C.C. que define este tipo de bienes y que fue estudiado en párrafos anteriores de esta providencia.
Ahora bien, encuentra el Despacho en primer lugar, que la parte demandante solicita sea declarada la terminación del contrato de arrendamiento No. 004 de 2012, por haberse presentado el vencimiento del plazo del contrato y por haberse incumplido por el demandado en su calidad de arrendatario, la obligación de restitución del inmueble arrendado, una vez finalizado el tiempo de duración del mismo, para lo cual se precisa que conforme con lo estipulado por las partes en la cláusula segunda del contrato de arrendamiento No. 004 de 2012, que el termino de duración del contrato fue expresamente pactado en un año, el cual tuvo como fecha de finalización el 04 de enero de 2013, circunstancia que conforme lo dispone el numeral 2º del artículo 2008 del C.C.
, es una causal que genera la expiración o terminación del contrato de arrendamiento, lo que de entrada permite colegir que la solicitud de declaratoria de finalización del contrato incoada en la demanda, no deviene procedente comoquiera que la misma ya ocurrió por ministerio de la ley, lo que fue explicado por el Consejo de Estado en el radicado No. 40001-23-31-000-1993-03394-01(15883)
, al precisar lo siguiente: 
“El contrato de arrendamiento se extingue al producirse la expiración del plazo, momento mismo en el cual se hace exigible la obligación del arrendatario (deudor), consistente en restituir el bien y, en consecuencia, surge el derecho del arrendador (acreedor) de adelantar las acciones pertinentes para obtener el cumplimiento de la obligación, si el arrendatario no satisface la prestación de restitución, acción que no podía ejercer antes del vencimiento del plazo contractual por ser inexigible la obligación, toda vez que estaba sometida a la llegada de esa fecha (plazo suspensivo).
El no cumplimiento de la obligación de restitución del bien arrendado por parte de arrendatario, al término del contrato, en manera alguna puede tener el efecto jurídico de extender el vínculo contractual indefinidamente, hasta el momento en que se dé el cumplimiento de la obligación de restitución, puesto que tal vínculo se extingue así subsistan algunas de las obligaciones que se originaron en él.” (Negrilla y Subrayado del Despacho).
Aunado a lo anterior y atendiendo lo referido en la jurisprudencia que antecede, resulta necesario aclarar que de encontrarse acreditado a partir del estudio de las pruebas presentes en el expediente, que habría tenido lugar el incumplimiento por parte del demandado de la obligación de restitución del inmueble, ello en manera habría extendido el plazo de duración del contrato bajo estudio, pues conforme lo explicó el Consejo de Estado, pese a que la obligación de restitución del inmueble radicada en cabeza del arrendatario aún no se hubiere satisfecho, el vínculo contractual se extingue una vez vencido el plazo fijado por las partes en el contrato de arrendamiento.
Ahora bien, pasará el Despacho a analizar la segunda alegación de la parte demandante consistente en el presunto incumplimiento por parte del demandado Miguel Ángel Varón Castro, en su calidad de arrendador, de la obligación de restitución del inmueble arrendado a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), en su calidad de arrendadora.
Primeramente encuentra el Despacho que en la cláusula sexta del contrato de arrendamiento No. 004 de 2012, las partes del contrato convinieron que el arrendatario Miguel Ángel Varón Castro debía devolver o restituir el inmueble arrendado a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), en calidad de arrendadora, entre otras situaciones, cuando tuviera lugar el vencimiento del término del contrato de arrendamiento, lo que se reitera, tuvo lugar el 04 de enero de 2013
.
También fue acreditado en el expediente, que mediante Oficio del 08 de enero de 2013
, el Director Administrativo de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca -CVC para esa fecha, solicitó al demandado, la entrega formal del predio rural denominado “Tinajas” por vencimiento del término del contrato de arrendamiento, documento que conforme fue referido por la entonces Coordinadora del Proceso FECAC CVC DAR Centro Sur, en el “informe de notificaciones” del 25 de enero de 2013
, no fue recibido por el señor Miguel Ángel Varón Castro, quien no solo se negó a su recepción, sino que además, no permitió el ingreso de los funcionarios de la C.V.C. para verificar el estado en que se encontraba el centro de educación ambiental ubicado en el predio. Procedimiento que se repitió por los funcionarios de la entidad demandante el 20 de enero de 2013, obteniendo los mismos resultados adversos.

Acto seguido se encuentra demostrado que la Directora Territorial DAR Centro Sur de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), nuevamente mediante Oficio No.0740-0126212013-2013 del 29 de enero de 2013
, le informa nuevamente al señor Miguel Ángel Varón Castro, que el “contrato de arrendamiento se encuentra vencido a la fecha y solicita la entrega formal y material del bien inmueble a la CVC, para lo cual concede un plazo legal de tres (3) meses para ello.”. Documento que fue remitido al demandado por correo certificado, el 30 de enero de 2013
.
Ahora bien, observa el Despacho que en el “informe de visita seguimiento al centro de educación ambiental tinajas vereda Buenos Aires, Municipio de Yotoco”
 elaborado por funcionarios de la C.V.C., estos pusieron de presente que “desde el año 2013 del señor MIGUEL ANGEL VARON CASTRO ha venido haciendo uso de la vivienda y demás instalaciones del predio sin el debido consentimiento de la CVC (invasión) y sin permitir el ingreso de los funcionarios de la Corporación al mismo para desarrollar las actividades educativas y de control y seguimiento del ecosistema” y con ocasión de ello, “la Corporación suspende la implementación del programa de educación ambiental y por ende de las inversiones de mantenimiento que se venían desarrollando frecuentemente a la infraestructura.”
Seguidamente se observa que en la audiencia de pruebas celebrada el 27 de noviembre de 2019
 ante este Despacho, se recepcionaron los testimonios de los funcionarios de la CVC, Jenny Marcela Sepúlveda Alzate y José Norvey Valencia, quienes de manera unánime pusieron de presente al Despacho en torno a los hechos materia de debate ante esta Instancia, las siguientes situaciones: i) tenían conocimiento que el señor Miguel Ángel Varón Castro se encontraba ocupando la casa de habitación ubicada en el predio “tinajas” desde el año 2012, ii) en el predio tinajas funcionaba además un centro de educación ambiental, el cual estaba conformado por un centro de reunión, un mariposario y un sendero ecológico, al cual acudían colegios y universidades, pues dicho inmueble cumple una función misional que es la educación ambiental e imagen corporativa, iii) refieren los declarantes que desde que el señor Varón Castro ingresó al predio, les prohibió el ingreso a los funcionarios de la C.V.C. y que con ocasión de ello, toda la infraestructura del predio se ha deteriorado, pues no pudieron volver a realizar las labores de mantenimiento y recuperación que éste requería, iv) la señora Sepúlveda Alzate manifestó en su declaración que la última vez que ella ingresó al predio “tinajas” en compañía de un compañero en el año 2013, a fin de llevar a cabo una reunión educacional con la comunidad de la zona, fue agredida verbalmente por la esposa del señor Varón Castro, quien lanzó improperios no solo contra ella y su compañero de trabajo, sino contra la C.V.C. y que en vista de su actitud agresiva y temiendo una potencial agresión de parte dicha señora, decidió no volver a visitar el predio ni programar actividades de ninguna índole, acontecimiento que fue materia del memorando No.0742-19415-2013 suscrito por la testigo, donde da cuenta de lo ocurrido el 30 de abril de 2013
, el cual aportó en el transcurso de la audiencia, v) refieren igualmente que pese a que en el año 2016, la C.V.C. contrató los servicios de una empresa de seguridad para llevar a cabo la vigilancia privada del predio, ello no ha podido realizarse de manera óptima, como quiera que el demandado no deja ingresar a los vigilantes y estos se encuentran realizando sus labores afuera del inmueble, sobre la calle, vi) el testigo Jose Norvay Valencia, puso de presente que al ser el predio “tinajas” de propiedad de la C.V.C, dicha entidad era la encargada del pago del impuesto predial, por lo cual aportó al plenario, los pagos realizados por dicho tributo para las anualidades 2017, 2018 y 2019
, y vii) manifestaron los declarantes que se realizaron varias visitas al predio “tinajas” en compañía de abogados de la corporación, de funcionarios de la Personería de Yotoco, y de la Alcaldía Municipal de Yotoco, con la finalidad de lograr que el señor Varón Castro permitiera el ingreso al inmueble de los funcionarios de la C.V.C. a fin de poder retomar la realización de las actividades educativas allí desarrolladas, pero ello no fue posible lograrlo.
Sea lo primero precisar por este Operador Judicial, que una vez terminado el contrato de arrendamiento No.004 del 2012, celebrado entre la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) y el señor Varón Castro, el día 4 de enero de 2013, por vencimiento del término del contrato, fecha pactada expresamente por las partes en dicho instrumento consensual, surgió conforme con lo establecido en artículo 2005 del Código Civil
 estudiado en la parte normativa de esta providencia, la obligación para el demandado en calidad de arrendatario, de restituir el inmueble arrendado, carga que conforme quedó acreditado con el acervo probatorio analizado en precedencia no ha sido cumplida por el señor Miguel Ángel Varón Castro.

En efecto, quedó acreditado que una vez cumplido el plazo de duración del contrato de arrendamiento, la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) en más de tres ocasiones por medio de oficios y comunicaciones remitidas por correo certificado y de manera presencial por parte de sus funcionarios del DAR Centro Sur que opera en el Municipio de Yotoco (V.), procedió a solicitar al demandado en calidad de arrendatario, la entrega o restitución efectiva del inmueble arrendado, a fin de dar alcance a la cláusula sexta del contrato de arrendamiento No. 004 de 2012, lo que si bien no ha sido respondido hasta la fecha de manera escrita por el demandado, éste si ha dejado claro de manera verbal conforme lo atestiguaron los funcionarios de la C.V.C. Jenny Marcela Sepúlveda Alzate y José Norvay Valencia en sus declaraciones recibidas en la audiencia de pruebas celebrada ante este Despacho el 27 de noviembre de 2019
, su rotunda negativa de dejar el predio “tinajas”, llegando al punto de impedir el acceso sistemático de los funcionarios de la C.V.C. al inmueble desde el año 2013 a desarrollar sus jornadas educativas y a ejecutar las labores de mantenimiento y conservación del inmueble, hecho que pone en evidencia no solo el incumplimiento de su obligación legal de restituir el inmueble arrendado, sino una evidente temeridad en su actuación, la cual no sólo se limitaba a su persona, sino a la de todos los miembros de su familia, y que resultó de tal entidad, que los funcionarios de la CVC decidieron no volver el inmueble por temor a un potencial ataque contra su integridad física.
Es así como, en un caso similar al aquí debatido, consideró la Corte Constitucional en Sentencia T-679 de 2017
, que “la ocupación del bien por parte de la actora, tras la respectiva terminación del contrato entre las partes, constituye una vía de hecho contraría al ordenamiento jurídico, de modo que la Administración se encontraba facultada para solicitar su restitución (…) y con efecto inmediato, que buscaba recuperar un bien fiscal, con el fin de adelantar las adecuaciones fitosanitarias necesarias, dando prevalencia así al interés general, en aplicación de los principios que deben regir la función administrativa contenidos en el artículo 209 de la Constitución.” (Negrilla y Subrayado del Despacho).
Por lo cual considera este Operador Judicial, que al encontrarse mas que acreditado que el señor Varón Castro en su calidad de arrendatario del contrato de arrendamiento No.004 de 2012, incurrió en una vía de hecho, consistente en el incumplimiento de su obligación de restituir a la entidad demandante, el inmueble “tinajas” el 04 de enero de 2013, fecha de terminación del mencionado contrato, deviene en obligatorio ordenar la consecuente entrega del mencionado inmueble, a su propietaria y arrendadora, la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), dentro de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia; dejándose la salvedad, que se comisionará a la Inspección de Policía de Yotoco (V.) para que proceda a practicar la respectiva diligencia, en caso de incumplimiento por el demandado del término aquí otorgado.
De los perjuicios

Daño emergente
Ahora bien, en lo que atañe a la solicitud de reconocimiento de perjuicios por daño emergente, derivados del presunto deterioro del inmueble “tinajas” solicitada por la parte demandante, debe precisar el Despacho en primer lugar, que en los contratos de arrendamiento, conforme lo establece el inciso final del artículo 2005
 del C.C. previamente estudiado en esta providencia, cuando se presentan daños y pérdidas sobrevenidos durante el goce del bien arrendado, el arrendatario deberá acreditar que estos no tuvieron lugar por su culpa, ni por culpa de sus huéspedes, dependientes o subarrendatarios, y a falta de esta prueba será responsable, por así disponerlo expresamente la Ley.

En el presente caso se encuentra acreditado a partir de las pruebas aportadas al plenario, en especial, de lo plasmado en el “informe de visita seguimiento al centro de educación ambiental tinajas vereda Buenos Aires, Municipio de Yotoco”
, lo que fue reiterado en las declaraciones de los funcionarios de la C.V.C., Jenny Marcela Sepúlveda Alzate y José Norvay Valencia en la audiencia de pruebas celebrada el 27 de noviembre de 2019 ante este Despacho
, que los elementos integrantes del predio “tinajas”, a saber, el sendero de interpretación ambiental, el Mariposario, el Mirador y las Vallas informativas, presentan una serie de detrimentos generados por la falta de mantenimiento y conservación, que devino ante la restricción de acceso al mencionado inmueble por parte del demandado Miguel Ángel Varón Castro, de los funcionarios de la C.V.C. que realizaban dichas tareas. 

En efecto, el mencionado informe visita, procedió a enlistar los deterioros sufridos por los elementos integrantes del predio “tinajas”, en los siguientes términos:

“-Sendero de interpretación ambiental: se diseñó un sendero (…) para desarrollar actividades de interpretación ambiental compuesto de miradores y estaciones, pero hoy se observa que este sendero ha perdido su trazado debido a la invasión que han realizado las plantas arvenses impidiendo el acceso de las personas.
-Mariposario: se construyó un mariposario en el que mantenían las mariposas adultas de morfo azul, compuesto por una infraestructura realizada en guadua (…) también se instaló un laboratorio de mariposas en guadua (…). Hoy se observa que la infraestructura tanto del mariposario del laboratorio se encuentra deteriorada, desplomada e invadida de arvenses, por lo que no están desarrollando las actividades de reproducción y muestra del ciclo de vida de la mariposa (…).
-Mirador: como parte de los componentes del sendero para interpretar el Valle geográfico del río Cauca, se cuenta con un mirador denominado “domo mirador”. En la actualidad este mirador ha desaparecido debido a que se ha invadido de especies arvenses afectando la panorámica.
-Vallas: el centro de educación ambiental cuenta con vallas en las zonas comunes y en las estaciones al interior del sendero, brindando información general del área y de las características ecosistémicas de la misma. Hoy observamos que estas vallas se han venido deteriorando, colapsando e incluso han perdido su visibilidad por la invasión de arvenses.” (Negrilla del Despacho).
En consecuencia, y encontrándose probado que el inmueble arrendado presenta deterioros y el arrendatario no desvirtuó la presunción que pesaba sobre él en los términos del artículo 2005 del C.C., deviene en obligatorio colegir que en el presente caso se presentó un incumplimiento de las obligaciones del demandado de no restituir el inmueble en el estado en que le fue entregado, y por ello hay lugar a acceder al reconocimiento de perjuicios por concepto de daño emergente a favor de la entidad demandante.
Ahora bien, pese a que se tiene plena certeza de la materialización de los perjuicios reclamados conforme fue explicado con antelación, no puede dejarse de lado que no obra en el plenario prueba alguna de la cual hubiera sido posible determinar el valor a que equivale o corresponde el deterioro presentado en cada uno de los elementos integrantes del predio “tinajas, puesto que si bien el declarante José Norvey  Valencia en su declaración rendida en la audiencia de pruebas celebrada ante este Despacho el 27 de noviembre de 2019
, procedió a mencionar un valor aproximado al cual en su concepto, estos podrían ascender, lo cierto es que ello no pasó de ser una mera apreciación del declarante que carece de soporte contable, por lo que no puede ser tomada en cuenta para la determinación concreta y real de los perjuicios solicitados.
Conforme con lo anterior, considera el Despacho que en el presente caso procede la correspondiente condena en abstracto por concepto del resarcimiento de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, cuya fijación tendrá lugar por medio del incidente de regulación de perjuicios, establecido en el numeral 4º del artículo 209 del CPACA, el cual será adelantado a petición del demandante siguiendo los parámetros del artículo 193 del CPACA.
Costas

Por otra parte y siguiendo lo dispuesto en el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en concordancia con el artículo 365 del Código General del Proceso, se advierte que se condenará a la parte vencida en el proceso al pago de costas de esta instancia, en el evento de haberse causado y en la medida de su comprobación, las cuales serán liquidadas por la Secretaría de este Despacho, de conformidad con lo establecido en el en el artículo 366 del CGP.

Por ello, en aplicación del numeral 4º del artículo 366 del C.G.P. en concordancia con el Acuerdo 10554 del 2016 proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, y atendiendo los criterios fijados en el artículo 5º numeral 1º del mencionado Acuerdo, se fijan agencias en derecho en la suma equivalente al 6% del valor de las pretensiones reconocidas en esta Sentencia, una vez se hay efectuado la liquidación en concreto.  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Buga,

 Administrando Justicia en nombre de la República

de Colombia y por autoridad de la Ley,

FALLA
PRIMERO.- Declarar el incumplimiento por parte del señor Miguel Ángel Varón Castro, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 6.287.661 de El Cerrito (V.), de la obligación de restitución del inmueble arrendado, contenida en la cláusula sexta del contrato de arrendamiento No. 004 del 2012.
SEGUNDO.- Ordenar al señor Miguel Ángel Varón Castro identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 6.287.661 de El Cerrito (V.), que proceda a restituir el inmueble denominado “tinajas” localizado en la Vereda Buenos Aires del Municipio de Yotoco (V.), identificado con la matrícula inmobiliaria No. 373-36336, cuyos linderos reposan en la escritura pública 159 del 02 de junio del año 2000, objeto del contrato de arrendamiento No. 004 de 2012, a la entidad demandante Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC), en su calidad de arrendadora y propietaria del inmueble en mención, dentro de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, a la Inspección de Policía de Yotoco (V.) para que proceda a practicar la respectiva diligencia, en caso de incumplimiento por el demandado del término aquí otorgado. Para lo cual, se librará el exhorto comisorio con los insertos y anexos del caso.
TERCERO.- Condenar en abstracto al señor Miguel Ángel Varón Castro al reconocimiento y pago a favor de la CVC, de los perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente.
CUARTO.- Declarar no probada la excepción de caducidad propuesta oficiosamente por el Despacho, según lo analizado en la parte considerativa de esta sentencia.
QUINTO.- Condenar en costas de esta instancia a la parte vencida en el proceso, en el evento de haberse causado y en la medida de su comprobación, las cuales serán liquidadas por la Secretaría de este Despacho siguiendo lo dispuesto en el artículo 188 del CPACA en concordancia con el artículo 365 del Código General del Proceso.
SEXTO.- Fijar como agencias en derecho el 6% del valor de las pretensiones reconocidas, una vez se haya efectuado la liquidación en concreto, de conformidad con lo establecido en el numeral 4º del artículo 366 del C.G.P. en concordancia con el Acuerdo 10554 de 2016.
SEPTIMO.- En firme esta providencia, realícese la devolución de los remanentes por gastos del proceso que puedan obrar en el expediente.
Notifíquese y Cúmplase,
[image: image2.png]



JUAN MIGUEL MARTINEZ LONDOÑO

Juez

Esta providencia contiene un sello de autenticación electrónico cifrado, el cual puede ser usado para confirmar que la información proviene del firmante y que no ha sido alterada. Cualquier modificación a este documento, trastorna el sello de autenticación y puede ser entendida como falsificación
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� “Artículo 2008.- El arrendamiento de cosas expira de los mismos modos que los otros contratos y, especialmente: “(..)”


2º) Por la expiración del tiempo estipulado para la duración del arriendo;(…)”.
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